
Santa Fe, 26 de julio de 2025 

 

Sr. Presidente  

Convención Reformadora 

Felipe Michlig 

--------------------------------------- 

De mi mayor consideración: 

Nos dirigimos a Usted, en nuestro carácter de Decanos de la de 

la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la Pontificia Universidad Católica 

Argentina y de la Facultad de Derecho y Ciencias Política de la Universidad Católica de Santa 

Fe, con el objeto de presentar a esa Honorable Convención Constituyente el proyecto que 

acompaña la presente, en el marco del procedimiento de participación ciudadana y de 

instituciones intermedias previsto por el reglamento dictado por el cuerpo. 

Como es de público conocimiento, el proceso de reforma 

constitucional iniciado por la Ley N.º 14.384, y perfeccionado por el Decreto N.º 766/25 del 

Poder Ejecutivo Provincial, ha abierto la oportunidad de revisar y actualizar aspectos 

sustantivos del diseño institucional de nuestra provincia. Entre los temas habilitados, la 

eventual modificación de los artículos 86 y 91 de la Constitución —particularmente en lo que 

hace al procedimiento de designación de magistrados inferiores, la creación de un Consejo de 

la Magistratura y el Tribunal de enjuiciamiento— representa un punto de especial interés para 

las Facultades de Derecho radicadas en Santa Fe, tanto de gestión estatal como privada. 

En tal sentido, el proyecto que elevamos busca asegurar la 

inclusión de las Universidades privadas debidamente reconocidas como representantes del 

estamento académico y científico en el Consejo de la Magistratura y en el Tribunal de 

Enjuiciamiento. Esta propuesta se funda en los principios de igualdad, no discriminación y 

respeto por la pluralidad institucional del sistema universitario argentino, reconociendo el 

aporte sustantivo que nuestras casas de estudio realizan al desarrollo jurídico, la formación 

de profesionales y la investigación en el ámbito del derecho. 

Cabe señalar que el Decreto N.º 659/24, vigente hasta la 

actualidad, establece un criterio amplio e inclusivo al reconocer como legítimos integrantes 

del Consejo a las “Facultades de Derecho de las Universidades públicas o privadas”. Frente a 

iniciativas que han propuesto limitar esta participación exclusivamente al ámbito estatal, 

consideramos imprescindible salvaguardar, desde el texto constitucional, una representación 

académica basada en la idoneidad, la excelencia y el compromiso institucional, sin distinciones 

arbitrarias. 

Tanto la Pontificia Universidad Católica Argentina como la 

Universidad Católica de Santa Fe, junto con otras instituciones de educación superior de 



gestión privada, vienen desarrollando una sostenida tarea de formación jurídica, investigación 

científica y compromiso ciudadano, que amerita un lugar equitativo en los espacios de 

deliberación y definición de los mecanismos de selección y control de los magistrados del 

Poder Judicial. 

Esperando que la presente iniciativa sea considerada con la 

atención que merece, y confiando en que esta Convención estará a la altura de la tradición 

plural y democrática de nuestra Provincia, saludamos a Usted muy atentamente. 

 

 

 

 

              Mgtr. Magín R. Ferrer       

Decano 

Facultad de Derecho y Ciencia Política 

Universidad Católica de Santa Fe 

 

           Dr. Nelson G. A. Cossari 

Decano 

Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales del Rosario 

Pontificia Universidad Católica 
Argentina 

Santa María de los Buenos Aires 

 

 

  



PROYECTO DE REFORMA 

Se solicita a la Convención Reformadora que incluya a las Universidades como 

representantes naturales del estamento académico y científico ante el Consejo de la 

Magistratura y el Tribunal de Enjuiciamiento, sin distinción alguna entre la naturaleza de su 

gestión (estatal o privada), su carácter confesional o laico, o cualquier otra característica que 

no se vincule directamente con la idoneidad académica, la excelencia en la investigación y la 

relevancia de su contribución al conocimiento jurídico y al desarrollo social de la Provincia 

FUNDAMENTOS 

Que, al momento de establecer los alcances de órganos tan trascendentales para la 

vida institucional como el Consejo de la Magistratura y el Tribunal de Enjuiciamiento —cuya 

función es garantizar la idoneidad y la independencia del Poder Judicial—, corresponde que 

la Constitución contemple, en lo relativo a su integración, la representación del estamento 

“académico y científico”. 

Que dicho estamento, a fin de respetar la diversidad institucional presente en la 

Provincia y de seguir los lineamientos establecidos por la política educativa vigente, debe 

contemplar tanto a representantes de Universidades Públicas como Privadas. 

Que la pretensión de excluir a las Universidades Privadas de dicha representación, 

basándose exclusivamente en su naturaleza de gestión, contraviene principios fundamentales 

del ordenamiento jurídico argentino y del derecho internacional de los derechos humanos, ya 

que tal exclusión podría interpretarse como una forma de discriminación institucional que 

vulnera el principio de igualdad, particularmente en su dimensión de acceso igualitario a la 

participación en órganos estatales de relevancia (ver VÍTOLO, Alfredo M., “Acerca de la 

reforma del Consejo de la Magistratura: apuntes para el debate legislativo”, ED-II-DCCCLXXV-

323). 

Que, sobre el rol que deben ocupar las Universidades Privadas y el abordaje de su lugar 

en la sociedad, el maestro del Derecho Constitucional Néstor Pedro Sagüés sostuvo que: “si 

las leyes de organización y de base de la educación tienen que asegurar ‘la promoción de los 

valores democráticos’, como también lo indica el referido art. 75 inc. 19 de la Constitución, 

resulta obligado concluir que en una república pluralista jamás el Estado podría acorralar a las 

universidades privadas mediante una regulación que coartase el margen natural de libertad 

de acción que debe caracterizar a un instituto educativo privado no oficial, que no es una 

agencia ni un contratista del Estado. (…) Precisamente en razón de los fines propios de 

cualquier universidad, donde entran en juego la búsqueda de la verdad mediante la libre 

investigación y la libertad de cátedra, la privada (…) tiene necesariamente que contar con un 

cupo básico de derechos de programación y de desenvolvimiento propio -autónomo, si así se 

lo quiere llamar-, cualitativamente superior, por lo común al de cualquier otra asociación de 

particulares (Recién a partir de las constituciones de la segunda posguerra mundial, se 

observan con cierta frecuencia referencias a las instituciones de educación superior)” 



(SAGÜES, N.P., “Las universidades privadas en la reforma constitucional de 1994”, La Ley, 2000-

F, 1169 y ss.). 

Que tanto las Universidades Públicas como Privadas son instituciones educativas 

legalmente reconocidas y habilitadas para formar profesionales del Derecho, por lo que excluir 

deliberadamente a las privadas del proceso de evaluación o juzgamiento de magistrados 

resulta inadmisible. 

Que ambas clases de universidades cumplen funciones sociales y académicas 

equivalentes, y no deben ser objeto de un trato desigual sin una justificación objetiva y 

razonable. 

Que la calidad de la formación jurídica, la investigación y la extensión universitaria no 

dependen intrínsecamente del carácter de la gestión —pública o privada—, sino de los 

estándares académicos que se cumplen y del grado de compromiso con la normativa vigente. 

Que la Ley de Educación Superior N.º 24.521 regula el sistema universitario argentino 

sin establecer jerarquías ni distinciones cualitativas entre universidades de gestión estatal y 

privada, sino que las reconoce a ambas como partes integrantes del Sistema Universitario 

Nacional, sujetas a los mismos estándares de acreditación y evaluación. 

Que esta ley establece, además, las condiciones de funcionamiento, los regímenes de 

carreras de grado y posgrado, la evaluación institucional y la coordinación del sistema 

universitario; abarcando por igual a universidades públicas y privadas, tanto en la educación 

presencial como en la no presencial, y en los colegios universitarios. 

Que garantiza también la autonomía académica e institucional a todas las 

universidades reconocidas —públicas o privadas— y que desconocer la capacidad de las 

privadas para aportar en órganos fundamentales del funcionamiento del Estado significa, en 

cierta medida, menoscabar esa autonomía y su papel en la formación de profesionales 

idóneos. 

Que en cuanto a la acreditación de carreras y evaluación de universidades —prevista 

en el Título IV, Sección III de la ley—, tanto las públicas como las privadas están sujetas a los 

mismos procedimientos. El artículo 44 establece la obligación, sin excepciones, de “asegurar 

el funcionamiento de instancias internas de evaluación institucional” para ambas, con 

evaluación externa obligatoria respecto a la docencia, la investigación y la extensión. 

Que los títulos expedidos por universidades privadas reconocidas tienen la misma 

validez y habilitación profesional que los de universidades públicas, lo cual demuestra la 

equivalencia de la formación impartida. Resulta entonces contradictorio que, mientras el 

Estado reconoce esa validez para el ejercicio profesional, simultáneamente pretenda excluir a 

las universidades privadas de la participación en un órgano encargado de seleccionar a los 

operadores jurídicos que provienen de sus propias aulas. 

Que el estamento académico y científico del Consejo de la Magistratura y del Tribunal 

de Enjuiciamiento debe reflejar la voz de quienes forman y formarán a los profesionales del 



Derecho, así como de quienes producen conocimiento jurídico. Excluir a las universidades 

privadas significaría desconocer una parte significativa y valiosa de ese ecosistema en la 

provincia de Santa Fe. 

Que la participación de Facultades de Derecho de universidades privadas enriquece la 

labor del Consejo de la Magistratura al incorporar diversas perspectivas académicas, enfoques 

pedagógicos y experiencias profesionales. Su exclusión reduciría el universo de conocimientos 

y la riqueza del debate en un órgano que requiere, precisamente, la más amplia pluralidad de 

criterios para seleccionar —o juzgar, en el caso del Tribunal de Enjuiciamiento— a los jueces. 

Que, en síntesis, la posible discriminación entre Facultades de Derecho públicas y 

privadas para la integración del Consejo de la Magistratura y del Tribunal de Enjuiciamiento 

carece de fundamento sólido, contraviene principios constitucionales y convencionales, y 

supondría un retroceso en la búsqueda de calidad, pluralidad y representatividad en los 

órganos clave para la administración de justicia. 

 


